

ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                                
                                                                                               RADICACIÓN: 66400 31 87 001 2016 0001201 
                          
       ACCIONANTE: Luz Aleida Orozco Naranjo

                       Asunto: Confirma decisión

PRÓRROGA DE LA AYUDA HUMANITARIA/ Imposibilidad de ordenar la entrega automática del beneficio cuando no se acredita circunstancia extrema de necesidad
“(…) no existe evidencia sobre su actual situación de vulnerabilidad para que proceda la entrega automática de dicho beneficio, toda vez que la accionante, de 49 años de edad, sólo aportó copia de la historia clínica por presentar `apendicitis, cistadenoma seroso, leiomioma del útero, infección local de la piel y gastritis´. Tampoco indicó las personas que conformaban su núcleo familiar, con el fin de establecer si la misma o algún miembro de su hogar son sujetos de especial protección por parte del Estado.” 

IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA/ Imposibilidad de elevar pretensiones que no han sido planteadas de forma previa a la entidad competente 
“(…) la señora Orozco Naranjo acudió al amparo constitucional para solicitar que le sea reconocida la indemnización administrativa y para ello sólo se limitó a mencionar que a través de una llamada telefónica funcionarios del PAARI le hicieron una encuesta, sin que obre en la foliatura prueba alguna que permita inferir que la tutelante haya presentado alguna petición ante la entidad accionada, presupuesto necesario para  inferir no sólo cuál es la autoridad competente de responder, sino la fecha en que fue radicada la petición (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-010 de 1998, T-130 y T-218 de 2014.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, siete (7) de abril de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.292 
Hora: 2:55 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la accionante, señora  Luz Aleida Orozco Naranjo en contra del fallo de tutela emitido el 8 de febrero de 2016 por el Juzgado Promiscuo de La Virginia, Risaralda. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Indicó la señora Luz Aleida Orozco Naranjo desde el año 2005 tuvo que salir desplazada por amenazas de la vereda ubicada en el Salado Río Verde Los Navos, Antioquia, por lo que se radicó en la Celia donde vive con muchas dificultades.  Indicó que actualmente se encuentra muy enferma por varias operaciones que le han realizado y que la última ayuda humanitaria la recibió en el año 2015.

Señaló la accionante que en agosto de 2015 fue encuestada telefónicamente por funcionarios del PAARI; por lo tanto, se ha dirigido a la oficina de “punto de atención a víctimas del conflicto armado” con el propósito de preguntar por la ayuda humanitaria, pero le informan que debe de esperar a que en Bogotá valoren su situación. Sin embargo, no ha recibido respuesta alguna, lo que vulnera sus derechos fundamentales a recibir el beneficio mencionado y al mínimo vital.
2.2. La accionante solicitó: i) tutelar sus derechos fundamentales al mínimo vital y a obtener la ayuda humanitaria; ii) ordenar a la UARIV que proceda a entregar este tipo de ayuda a la que tiene derecho o en caso contrario, proceda a la reparación administrativa; iii) ordenar a la UARIV que proceda  a su inclusión real en los programas de restablecimiento económico a los que tiene derecho y iv) prevenir a la UARIV para que en lo sucesivo, cumplan a cabalidad con los derechos fundamentales y cumplan con los términos que da la ley para responder los derechos de petición.

2.3. La tutelante adjuntó copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía; ii) carné de afiliación a la EPS Cafesalud; iii) historias clínicas del 23 y 29 de julio de 2015 (folios 7 al 15)
2.4. El juzgado de primera instancia corrió traslado del auto admisorio de la demanda a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas UARIV y ordenó vincular a los Directores de Gestión Social Humanitaria, al de Registro y Gestión de la Información, al de Reparación y al de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV  y a la Oficina de Defensa Judicial de la UARIV (folio 21).
2.5. Ni la entidad demandada ni las vinculadas se pronunciaron dentro del término concedido a la demanda de tutela.
3. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 8 de febrero de 2016 el Juzgado Promiscuo de La Virginia, Risaralda, resolvió negar las pretensiones del accionante en contra de la UARIV por considerar que la señora Luz Aleida Orozco Naranjo no aportó pruebas permitieran inferir su calidad de víctima ni haber presentado algún derecho de petición ante la UARIV (Fls. 30-32).

La señora Orozco Naranjo fue notificada personalmente del contenido del fallo aludido el 10 de febrero 2016 (folio 40).
4. SIPNOSIS DE LA IMPUGNACIÓN 

Dentro del término para presentar la impugnación, el 11 de febrero de 2016 la señora Luz Aleida Orozco Naranjo allegó un escrito mediante el cual señaló que la acción de tutela es el medio defensa judicial pertinente e idóneo cuando se persigue la obtención de asistencia humanitaria dada la situación de extrema vulnerabilidad que presenta la actora por ser desplazada de la violencia.  

En cuanto a su condición de víctima, manifestó que el juzgado debió presumir su buena fe.  Por lo tanto, reiteró las pretensiones que expuso en su demanda de tutela.  (Fls. 43 y 44)
Adjuntó copia de la certificación expedida el 23 de julio de 2009 por la Personería Municipal de Sonsón, Antioquia, en la que consta que la actora se encuentra incluida en el SIPOD (folio 45)

5.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

5.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.3 Problema jurídico y solución 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de conformidad con los argumentos del impugnante.

5.4. Con respecto a la ayuda humanitaria, la Corte Constitucional ha reiterado sobre su entrega, lo siguiente
:
 
“5.1. Dentro del catálogo de derechos mínimos que tiene la población desplazada, esta Corporación ha señalado que la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia[19], constituye uno de los derechos más importantes para proteger el mínimo vital y la dignidad humana de quien se encuentra en situación de desplazamiento.[20] Dada su importancia, el Estado está en la obligación de entregarla de forma ostensible, integra, oportuna y sin dilaciones. Lo anterior, por cuanto el estado de debilidad manifiesta en que se encuentra ese grupo poblacional lo hace merecedor de un trato especial por parte del Estado, y en esa medida tiene derecho a recibir asistencia humanitaria en aspectos tales como alimentación, salud, aseo personal, atención médica y psicológica, vivienda en condiciones dignas, entre otros.
 
5.2. En atención a ello, el Estado colombiano ha desarrollado su política pública en materia de desplazamiento forzado, la cual está delineada principalmente en la Ley 387 de 1997[21] y las disposiciones que la modifican y complementan, entre ellas, la Ley de Víctimas 1448 de 2011.[22] A partir de estas disposiciones, se ha establecido que una persona en situación de desplazamiento tiene derecho a recibir la ayuda humanitaria de emergencia en dos momentos específicos: i) cuando la persona rinde la declaración de su desplazamiento ante la autoridad competente, y con el fin de atender sus necesidades básicas hasta que la entidad competente resuelva de fondo la inscripción en el Registro Único de Población Desplazada.[23] Esta entrega ha sido denominada como ayuda inmediata[24]; y ii) una vez se realiza la inscripción en el RUPD se tiene derecho a recibir la ayuda humanitaria de emergencia de acuerdo con la disponibilidad presupuestal y acceso a los programas de ayuda.
 
Sobre la entrega de la ayuda humanitaria, la Corte ha sido enfática en señalar que, en principio, esta debe realizarse conforme al orden cronológico establecido para tal fin. Para la Corte, la acción de tutela no puede convertirse en un mecanismo que permita al accionante eludir el orden de entrega de la asistencia humanitaria, por cuanto ello conduciría a la vulneración del derecho a la igualdad de aquellas personas que no acudieron a la acción de tutela y se encuentran en circunstancias idénticas frente a quien sí lo hizo.[25] No obstante, esta Corporación ha indicado que en algunos casos, la ayuda humanitaria de emergencia podrá ser entregada de forma prioritaria, cuando quiera que resulte evidente que la persona se encuentra en una situación de extrema urgencia y por ende la entrega de la asistencia humanitaria debe tener prelación[26]. De esta manera, es imprescindible que se tome en consideración los diferentes grados de vulnerabilidad que presentan los peticionarios, quienes, a pesar de encontrarse todos en situación de desplazamiento forzado por la violencia, pueden poseer características que hagan procedente un trato diferenciado y una protección doblemente reforzada a causa de su condición de pertenencia a una minoría como, por ejemplo, ser madre cabeza de familia, presentar algún tipo de discapacidad, ser menor de edad o adulto mayor, la pertenencia a una minoría étnica o racial.”  (Subrayas nuestras)

5.5. ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO

5.5.1. Acudió la señora Luz Aleida Orozco Naranjo  a la acción de amparo con el fin de que el juez de tutela interviniera y ordenara a la UARIV que le conceda la ayuda humanitaria que requiere por ser desplazado o en su defecto le reconozca la indemnización administrativa de reparación que le asiste en calidad de víctima.
5.5.2. Con respecto al desplazamiento forzado, se han creado las Leyes 387 de 1997 y la 1448 de 2011, mediante las cuales se ha establecido que una persona en situación de desplazamiento tiene derecho a recibir la ayuda humanitaria.  Sobre la entrega de la ayuda humanitaria y su prórroga, la Corte Constitucional en la Sentencia T-218 de 2014 señaló lo siguiente:
 
“En principio, la ayuda humanitaria de emergencia debe realizarse conforme al orden cronológico establecido para tal fin. Para la Corte, la acción de tutela no puede convertirse en un mecanismo que permita al accionante eludir el orden de entrega de la asistencia humanitaria, por cuanto ello conduciría a la vulneración del derecho a la igualdad de aquellas personas que no acudieron a la acción de tutela y se encuentran en circunstancias idénticas frente a quien sí lo hizo.[25] No obstante, esta Corporación ha indicado que en algunos casos, la ayuda humanitaria de emergencia podrá ser entregada de forma prioritaria, cuando quiera que resulte evidente que la persona se encuentra en una situación de extrema urgencia y por ende la entrega de la asistencia humanitaria debe tener prelación[26]. De esta manera, es imprescindible que se tome en consideración los diferentes grados de vulnerabilidad que presentan los peticionarios, quienes, a pesar de encontrarse todos en situación de desplazamiento forzado por la violencia, pueden poseer características que hagan procedente un trato diferenciado y una protección doblemente reforzada a causa de su condición de pertenencia a una minoría como, por ejemplo, ser madre cabeza de familia, presentar algún tipo de discapacidad, ser menor de edad o adulto mayor, la pertenencia a una minoría étnica o racial.[27]
(…) 6.1. Esta Corporación ha considerado que no reconocer la prórroga de la ayuda humanitaria bajo la falsa premisa según la cual el simple paso del tiempo disminuye la condición de vulnerabilidad de la población desplazada, desconoce las condiciones materiales y las circunstancias fácticas en las que se encuentra esta población, razón por la cual no puede ser el criterio para negar la ayuda humanitaria[40].  Por el contrario, en muchas ocasiones, algunos grupos dentro de la población desplazada presentan rasgos de vulnerabilidad que se acrecientan con el paso del tiempo, como lo es el caso de los adultos mayores[41], respecto de quienes la Corte Constitucional en sede ordinaria de tutela ha ordenado que la prórroga de la ayuda humanitaria se realice de manera automática, es decir, de manera ininterrumpida y sin necesidad de condicionarla a una verificación previa hasta que se demuestre que el afectado si está en condiciones de autosostenerse.[42]
 

6.1.2. En esta misma línea, en sentencia T-560 de dos mil ocho (2008)[45], la Sala Primera de Revisión consideró que la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, había vulnerado los derechos fundamentales de la accionante al no prorrogar la ayuda humanitaria, aun cuando no había logrado su estabilización económica, pese al transcurso del tiempo desde la ocurrencia del desplazamiento (año 2002). Según se extrae de los hechos de la tutela, la actora era madre cabeza de familia de cinco (5) hijos, de los cuales adujo, cuatro (4) eran menores de edad y uno, por condiciones de salud, dependía totalmente de ella. Para resolver el problema jurídico, la Corte consideró que la condición de desplazado y la vulneración a sus derechos, no fenecía por el paso del tiempo, así como tampoco terminaba porque el Estado asumiera la asistencia humanitaria de emergencia a la que está obligado. Al respecto, el alto Tribunal sostuvo:
 
“De esta forma, teniendo en cuenta que el estatus de desplazado no depende del paso del tiempo sino del cumplimiento de condiciones materiales en las cuales los derechos fundamentales de estas personas se ven reestablecidos, resulta necesario concluir que la ayuda humanitaria –destinada a la satisfacción del mínimo vital de los desplazados – debe continuar hasta tanto la vulnerabilidad que los afecta y constituye en sujetos de especial protección constitucional cese. Esto a pesar de las restricciones presupuestales y los escasos recursos, ya que, por mandato constitucional, por ser el Estado colombiano un Estado Social de Derecho (Art. 1°), “(…) el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación (…)” (Art. 366).”
 
En estos eventos, las autoridades deben invertir el orden habitual en el proceso de entrega de la ayuda humanitaria. Es decir, deben primero reconocer y entregar de manera automática la prórroga de la ayuda humanitaria cuando reciben una solicitud al respecto, de suerte que se garanticen las condiciones mínimas de subsistencia a través de la entrega ininterrumpida de la referida ayuda y posteriormente evaluar la condición de vulnerabilidad, para efectos de determinar si se suspende la entrega mediante una decisión motivada cuando se compruebe en cada caso que se han logrado las condiciones de autosuficiencia integral.”   

Significa lo anterior, que pese a la condición de desplazado, se debe determinar si tiene características que hagan procedente un trato diferenciado por pertenecer a una minoría.  En tal sentido, para que se concrete el derecho a recibir automáticamente la prórroga de la ayuda humanitaria debe verificarse que por su actual situación de vulnerabilidad (menor de edad, madre cabeza de familia, discapacitado, o adulto mayor o pertenecer  a una etnia) no ha logrado un grado mínimo de estabilidad económica y social que le permita asumir su autosostenimiento.
5.5.3. En el caso sub examine, la Sala observa que la impugnante está incluida en el Sistema de Identificación de población Desplazada SIPOD, según constancia de la Personería de Sonsón Antioquia
.  Sin embargo,  con respecto a la prórroga de la ayuda humanitaria que reclama, no existe evidencia sobre su actual situación de vulnerabilidad para que proceda la entrega automática de dicho beneficio, toda vez que la accionante, de 49 años de edad
, sólo aportó copia de la historia clínica por presentar “apendicitis, cistadenoma seroso, leiomioma del útero, infección local de la piel y gastritis”.  Tampoco indicó las personas que conformaban su núcleo familiar, con el fin de establecer si la misma o algún miembro de su hogar son sujetos de especial protección por parte del Estado. 
5.5.4. Igualmente, la señora Orozco Naranjo acudió al amparo constitucional para solicitar que le sea reconocida la indemnización administrativa y para ello sólo se limitó a mencionar que a través de una llamada  telefónica funcionarios del PAARI le hicieron una encuesta, sin que obre en la foliatura prueba alguna que permita inferir que la tutelante haya presentado alguna petición ante la entidad accionada, presupuesto necesario para  inferir no sólo cuál es la autoridad competente de responder, sino la fecha en que fue radicada la petición.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-010 de 1998 señaló lo siguiente:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”  (Subrayas nuestras)
Por lo acabado de resaltar, la accionante no cumplió con la carga de la prueba procesal de demostrar que efectivamente radicó una solicitud ante la UARIV.  En ese sentido, concluye este Tribunal como lo hizo el juez de primer nivel, que la UARIV no vulneró derechos fundamentales a la accionante, en tal sentido, el amparo invocado no procede.  Al respecto la Corte Constitucional reiteró lo siguiente en la Sentencia T-130 de 2014:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
 En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio 
del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”
Como consecuencia de lo anterior, se confirmará el fallo de primer grado.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  el fallo de primera instancia proferido el 8 de febrero de 2016 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Luz Aleida Orozco Naranjo en contra de la UARIV. 

SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.  Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Ver Sentencia T-218 de 2014


� Ver folio 45 


� La accionante nació el 20 de noviembre de 1996, según fotocopia de la cédula de ciudadanía, visible a folio 7
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